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Soy administrador de una sociedad y, ante la próxima 
celebración de una junta general, tengo la duda acerca 
de si estoy obligado a acudir a la misma ¿Cómo debo 

actuar en este sentido?

La vigente normativa socie-
taria establece —sin distin-
ción, ni matización alguna— 

un deber de asistencia de los 
administradores a las juntas 
generales.

CONSULTORIO EMPRESARIAL

¿Qué trascendencia ha tenido la última reforma legal 
respecto a las prestaciones por desempleo? 

PRESTACIONES-SOCIEDAD

El Real Decreto-ley 20/2012, 
de 13 de julio, ha establecido 
modificaciones, tanto en lo 
relativo a los requisitos para 
el nacimiento del derecho, 
como a la cuantía de la presta-
ción. Se establece que, cuando 
en el momento de la situación 
legal de desempleo se manten-
gan uno o varios contratos a 
tiempo parcial, se tendrán en 
cuenta —con carácter exclu-
sivo— los períodos de cotiza-
ción en los trabajos en los que 
se haya perdido el empleo, de 
forma temporal o defi nitiva, 
o se haya visto reducida la jor-
nada ordinaria de trabajo.
En relación a la cuantía de la 
prestación, ésta quedará deter-
minada aplicando a la base 
reguladora los siguientes por-
centajes: El 70% durante los 
180 primeros días y el 50%  a 
partir del día 181 —hasta ahora 
era un 70 % y un 60 %, respec-

tivamente—. El cálculo con-
forme a estos porcentajes se 
aplicará a las prestaciones cuyo 
nacimiento derive de situacio-
nes legales de desempleo pro-
ducidas a partir del 15 de julio 
del 2012, y se establece que las 
cuantías máximas (175 % del 
Iprem, 200% o 225% cuando 
el trabajador tenga uno o más 
hijos a su cargo y mínimas107 
%, o 80 %), del Iprem según el 
trabajador tenga, o no, respecti-
vamente, hijos a su cargo- de la 
prestación, en el caso de desem-
pleo por pérdida de empleo a 
tiempo parcial o completo, 
se determinaran teniendo en 
función del promedio de las 
horas trabajadas durante el 
período de los últimos 180 
días, ponderándose tal pro-
medio en relación con los días 
en cada empleo a tiempo par-
cial o completo durante dicho 
período.

La empresa tendrá que modi-
ficar la base imponible y la 
correspondiente cuota de IVA 
(Impuesto de Valor Añadido) 
que repercute en el consumo, 
considerando la respectiva 

parte del año a la que corres-
ponden las operaciones que 
han dado lugar al descuento, 
aplicando a cada uno de los 
referidos períodos el tipo 
impositivo vigente a esa fecha.

CONSULTORIO FISCAL

Al fi nal de año nuestra empresa abona una serie de rap-
pels a nuestros clientes en función del volumen de ven-
tas del ejercicio ¿Qué tipo impositivo de IVA tengo que 

aplicar, el 18% o el 21%?

RAPPELS-AMNISTÍA 
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En relación con las cantidades 
depositadas en cuentas banca-
rias habrá de declarar el saldo 
existente en la cuenta a 31 de 
diciembre del 2010, incluyendo 
los rendimientos generados y 
materializados en la misma. Es 
decir, la regularización alcanza 
a las rentas no declaradas origi-
nariamente y a los rendimien-
tos generados por ellas. Asi-
mismo, también se contem-

pla la posibilidad de declarar un 
importe superior al saldo exis-
tente a fi nales del 2010, con la 
fi nalidad de permitir que el con-
tribuyente pueda regularizar 
saldos consumidos.  En el caso 
planteado podría presentar la 
declaración tributaria especial 
por las rentas no declaradas, 
calculadas según lo expuesto, 
siendo la cuantía a ingresar el 
10% del importe resultante.

Cuento con un dinero depositado en una cuenta extran-
jera por la venta de un inmueble no declarada. Ahora 

desearía realizar una inversión y me interesaría hacer afl orar 
ese dinero ¿Puedo acogerme a la amnistía fi scal para traerlo a 
España? ¿Qué importe debo incluir en la declaración?

En ocasiones, es necesario tener conocimientos 
científi cos, artísticos, técnicos o prácticos para 

valorar los hechos relevantes en una causa judicial. 
Por este motivo, las partes pueden aportar al proce-
so judicial dictamen de peritos que posean los co-
nocimientos correspondientes. Así, por poner algu-
nos ejemplos, puede ser necesario que un arquitec-
to emita una valoración sobre las causas de unas hu-
medades en un edifi cio, que un auditor explique si 
la cuentas de un empresario se ajustan a las normas 
de contabilidad vigentes o que un electricista nos di-
ga cuál fue el motivo de un apagón.

Las partes en un juicio pueden aportar directa-
mente el dictamen de un perito en apoyo de sus pre-
tensiones, en cuyo caso se habla de «perito de par-
te», o pueden pedir al juez que designe a una perso-
na que se encargue de emitir un dictamen, el deno-
minado «perito judicial». En ambos casos, el juez 
será el encargado de valorar el informe de los peri-
tos, junto con el resto de la prueba practicada, para 
adoptar una resolución que ponga fi n al litigio entre 
las partes.

En el caso de las pro-
fesiones colegiadas, la 
Ley de Enjuiciamien-
to Civil dispone que los 
colegios profesionales 
han de remitir anual-
mente al Consejo Ge-
neral del Poder Judi-
cial, listas con los nom-
bres de los colegiados 
que pueden actuar co-
mo peritos judiciales. 
Cuando hay que desig-
nar perito a una perso-
na sin título ofi cial, se 
recurre a listas que ela-
boran sindicatos, aso-
ciaciones u otras enti-
dades. Estas listas se po-
nen después a disposi-
ción de los jueces que 
eligen por sorteo al pro-
fesional que ha de ela-
borar el dictamen, sien-
do designados los si-
guientes por orden co-
rrelativo.

Para poder ser desig-
nado perito judicial, la 
legislación vigente úni-
camente exige disponer 
de la titulación univer-
sitaria exigida, estar co-
legiado y darse de alta 
en las listas del corres-
pondiente colegio, si se trata de una profesión cole-
giada. Sin embargo, algunos colegios profesionales 
ponen trabas al acceso de los profesionales a las lis-
tas de peritos, exigiendo requisitos arbitrarios e in-
justifi cados. 

En este sentido, el Consello Gallego da Compe-
tencia tuvo conocimiento de que tanto el Colegio 
Ofi cial de Arquitectos de Galicia (COAG), como el 
Consejo Gallego de Colegios de Aparejadores y Ar-
quitectos Técnicos (CGCAAT) tenían en vigor re-
gulaciones internas que difi cultaban el acceso de 
profesionales a las listas. En concreto, ambos exi-
gían disponer de cinco años de experiencia profesio-
nal colegiada previa y la realización de cursos de for-
mación organizados por el propio colegio. 

En opinión del Consello Galego da Competen-
cia, tales disposiciones tienen el efecto de restrin-
gir la competencia entre arquitectos y entre apare-
jadores, al impedir que una parte de los mismos —
los que tienen menos de cinco años de experiencia o 

no han realizado los cursos— puedan competir con 
los profesionales con más experiencia y que ya es-
tán incluidos en las listas. Estas disposiciones, ade-
más, son incompatibles con las normas que actual-
mente regulan el ejercicio de profesiones colegia-
das, inspiradas en la directiva de servicios comuni-
taria que consagra la libre prestación de servicios en 
el seno de la Unión Europea, sin más limitaciones 
que las impuestas por el legislador por razones de 
interés público. 

El Consello Galego da Competencia ha decidido 
esta semana poner fi n a los expedientes sancionado-
res incoados al haber recibido del Colegio Ofi cial de 
Arquitectos de Galicia y del Consejo Gallego de Co-
legios de Aparejadores y Arquitectos Técnicos sen-
dos compromisos por los que se obligan a modifi car 
la normativa interna que rige la elaboración de las 
listas, al tiempo que comunicarán a sus colegiados 
el cambio realizado, tanto individualmente, como 
en sus respectivas páginas web.

El Consello Galego da Competencia está satisfe-
cho con la solución al-
canzada pues, a partir 
de ahora, cualquier pro-
fesional que cumpla los 
requisitos establecidos 
legalmente, podrá dar-
se de alta en la lista de 
peritos que elabora su 
colegio y, consiguien-
temente, podrá ser de-
signado por un juez pa-
ra participar como peri-
to judicial en una causa. 
La medida benefi cia es-
pecialmente a los profe-
sionales jóvenes que po-
drán inscribirse en las 
listas de los colegios, sin 
tener que esperar cinco 
años y sin tener que pa-
gar la matrícula de los 
cursos correspondien-
tes. A medio y largo pla-
zo es esperable que el 
acceso de nuevos profe-
sionales benefi cie tam-
bién a los usuarios del 
servicio —es decir, a los 
ciudadanos que acu-
den a la justicia e instan 
el nombramiento de 
un perito judicial— en 
la medida en que el in-
cremento de la compe-
tencia trae como conse-
cuencia la reducción de 

los precios. Sin embargo, en este punto, sería desea-
ble introducir reformar legislativas que permitiese a 
los litigantes optar por distintas ofertas económicas 
de peritos designados judicialmente, en lugar de te-
ner que aceptar la provisión de fondos que exige el 
único perito designado por el juzgado, como sucede 
habitualmente en la actualidad.

El Consello Galego da Competencia continua-
rá con su labor de seguir abriendo los mercados a la 
competencia, creando nuevas oportunidades de ne-
gocio para las empresas y de trabajo para los profe-
sionales, algo especialmente importante en tiempos 
de crisis como los actuales en los que los que deben 
eliminarse las barreras arbitrarias a la iniciativa em-
presarial y fomentarse las medidas destinadas a pro-
mover el empleo, especialmente entre la población 
joven, como en el presente asunto.
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